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dicho deber conlleva una sanción administrativa (art. 283 LSC), así como el cierre de la
correspondiente hoja registral,  a salvo las anotaciones relativas a la disolución de la
sociedad,  el  nombramiento de liquidadores,   y los asientos ordenados por autoridad
judicial o administrativa (art. 282 LSC).

2.- En consonancia con lo dispuesto en la LSC, el artículo 46 LC establece la necesidad
de que, en caso de suspensión de las facultades de administración y disposición de la
concursada,  sea  la  administración  concursal  la  que  asuma  el  deber  de  formular  y
depositar las cuentas anuales. Ahora bien, dicha previsión no distingue entre empresa
en funcionamiento y sociedad en fase de liquidación, disuelta y carente de actividad
alguna. 

3.- Si la finalidad del depósito de las cuentas anuales es publicitar los datos registrados
a  terceros,  garantizando  que  la  información  patrimonial  y  financiera  de  la  empresa
pueda  acceder  a  terceros,  ésta  decae  cuando  la  concursada  ha  cesado  en  toda
actividad, hallándose disuelta y en fase de liquidación, ya que en este caso los posibles
interesados  son  los  acreedores  cuyo  crédito  se  halla  reconocido  en  el  proceso
concursal, y éstos poseen a su disposición en el propio proceso concursal el informe de
la administración concursal, los informes trimestrales de liquidación y la rendición de
cuentas,  documentos  que,  a  juicio  de esta  juzgadora,  garantizan suficientemente  el
acceso a la información relativa al estado del patrimonio societario.

4.- Por tanto, a fin de satisfacer el interés del concurso, cual es el pago de los créditos
de los acreedores, resulta preferible eximir de la obligación de depósito de las cuentas
anuales en un supuesto como el presente, en el que decae la finalidad de tutela de la
información  que  poseen  los  terceros  comerciantes  en  el  tráfico,  priorizando  la
satisfacción del interés del concurso, pues ningún otro procede salvaguardar.

2. Por todo ello, ha lugar a conceder la autorización solicitada.

PARTE DISPOSITIVA

Se exime  a  la  Administración  Concursal  del  deber  de  presentación  de  las  cuentas
anuales de la concursada ante el Registro Mercantil del año 2020, fecha en la se abrió
la liquidación. 

Firmado, Alfonso Merino Rebollo, Magistrado Titular. 

RECURSO. Contra esta resolución no cabe interponer recurso alguno. 

Lo acuerdo y firmo.
 El Juez 



Administració de justícia a Catalunya · Administración de Justicia en Cataluña

C
od

i S
eg

ur
 d

e 
V

er
ifi

ca
ci

ó:
 9

FL
F0

R
FV

06
M

K
A

92
98

Y
U

N
A

J0
69

H
LN

86
S

D
oc

. e
le

ct
rò

ni
c 

ga
ra

nt
it 

am
b 

si
gn

at
ur

a-
e.

 A
dr

eç
a 

w
eb

 p
er

 v
er

ifi
ca

r: 
ht

tp
s:

//e
jc

at
.ju

s
ic

ia
.g

en
ca

t.c
at

/IA
P

/c
on

su
lta

C
S

V
ht

m
l

S
ig

na
t p

er
 M

er
in

o 
R

eb
ol

lo
, A

lfo
ns

o;
D

at
a 

i h
or

a 
23

/0
4/

20
21

 0
9:

48

Pàgina 3 de 3

Los  interesados quedan informados de que sus datos personales han sido incorporados al  fichero de

asuntos de esta Oficina Judicial, donde se conservarán con carácter de confidencial y únicamente para el

cumplimiento de la  labor que tiene encomendada, bajo la salvaguarda y responsabilidad de la misma,

dónde serán tratados con la máxima diligencia.

Quedan informados de que los datos contenidos en estos documentos son reservados o confidenciales,

que el  uso que pueda hacerse  de  los mismos debe quedar  exclusivamente  circunscrito  al  ámbito  del

proceso, que queda prohibida su transmisión o comunicación por cualquier medio o procedimiento y que

deben ser tratados exclusivamente para los fines propios de la Administración de justicia, sin perjuicio de

las  responsabilidades  civiles  y  penales  que  puedan  derivarse  de  un  uso  ilegítimo  de  los  mismos

(Reglamento  EU  2016/679  del  Parlamento  Europeo  y  del  Consejo  y  Ley  Orgánica  3/2018,  de  6  de

diciembre, de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales).




